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Los derechos humanos surgen de la necesidad de confrontar los flagelos que han atentado 
contra la existencia, la integridad y la libertad humanas; de generar condiciones o estánda-
res básicos para una calidad de vida adecuada; y de propiciar el desarrollo de la persona en 
sociedad. Como base de la idea de los derechos humanos están, por una parte, la afirmación 
de la dignidad humana y, por la otra, la lucha contra el uso ilegítimo, arbitrario o irracional 
del poder. 

Los derechos humanos son estudiados por diversas disciplinas como la filosofía, la ética, la 
sociología, la historia o la ciencia jurídica. En el ámbito de esta última disciplina, el concepto 
se integra por el conjunto de normas que consagran las libertades y derechos básicos o mí-
nimos inherentes a la persona, en su calidad de ser humano; esto es, los estándares jurídicos 
cuyo respeto permiten una vida humana digna. Asimismo, habría que agregar, a la par de 
los derechos, los instrumentos y mecanismos para su garantía; un derecho humano que no 
es respetado o para el cual no existen medios que exijan su observancia es un derecho inefi-
caz, cuya vigencia misma podría ponerse en duda. 

Los derechos humanos tienen expresión jurídica a través de su consagración, entre otros, en 
las constituciones, en los tratados internacionales –aunque éstos sólo en una parte del derecho 
internacional–, en las leyes y en las decisiones de los tribunales nacionales e internacionales. 
La naturaleza y el carácter de un derecho humano no están determinados necesariamente por 
el tipo de ordenamiento o la disposición en la que se halla inserto, pero por lo regular se les 
sitúa como las normas cúspides del ordenamiento, a efecto de que tanto el resto de ellas como 
la actuación de las autoridades se acople a los estándares de respeto a la persona humana.

En México, resulta relevante para el estudio jurídico de los derechos humanos considerar, por 
supuesto, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los instrumentos inter-
nacionales, las constituciones locales y el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; así como 
la jurisprudencia, incluyendo la de carácter supra nacional, que es cada vez más abundante.

El número y tipos de derechos, las fuentes y documentos que los consagran, los mecanismos 
de garantía interna e internacional, y su conformación, reglas de operación y eficacia, forman 
un complejo fenómeno jurídico susceptible de estudio e investigación en el campo jurídico 
y en muchos otros más.
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En el campo de la investigación jurídica es posible analizar las fuentes, los ámbitos de vali-
dez de las normas de derechos humanos, la jerarquía de las disposiciones que los contienen, 
la interpretación o determinación de su sentido y alcance, y su eficacia frente al resto de las 
disposiciones del ordenamiento; así como los actos y omisiones de las autoridades. Desde el 
punto de vista de los instrumentos de garantía, son susceptibles de análisis, entre otros temas, 
la naturaleza de los mecanismos, sus etapas y tramitación; el carácter de los órganos de deci-
sión; y el tipo, carácter, alcances y eficacia de sus determinaciones.

Los estudios que por lo regular se llevan a cabo son de carácter dogmático, pero cada vez 
han ido cobrando más importancia los de tipo sociológico o empírico, con el fin de sondear 
con base en trabajos de investigación aplicada otro ángulo de la situación de los derechos y 
de la operación de las instituciones en torno a ellos. 

La investigación jurídica que podemos calificar de imperante, sumada a las aproximaciones 
empíricas, juega un papel muy importante en la vigencia de los derechos humanos. La inves-
tigación de carácter académico permite sistematizar y explicar un fenómeno complejo, como 
son los derechos humanos; aporta a los operadores jurídicos (órganos de creación, aplicación 
del derecho y solución de conflictos) criterios para orientar su actuación a la hora de normar 
y poner en práctica los derechos, actividad esta última que también involucra al foro. Asi-
mismo, las obras producto de la actividad académica son importantes para la enseñanza y 
la capacitación constantes, y en general para la difusión de los derechos; de igual forma, la 
actividad de investigación académica permite sondear nuevas necesidades y retos para los 
derechos humanos, así como aportar posibles soluciones a los mismos.

En este sentido, la investigación académica del fenómeno de los derechos humanos, ya sea 
desde el ámbito jurídico o desde otras disciplinas, es un factor sumamente relevante para la 
comprensión y eficacia de los derechos básicos de la persona.

La investigación y enseñanza de los derechos humanos en México se lleva a cabo en las uni-
versidades, aunque todavía en una muy pequeña proporción de ellas. A estos esfuerzos se ha 
sumado una labor de estudio, capacitación y divulgación muy importante desde la década de 
los noventa del siglo pasado, debido a la actuación de las comisiones de derechos humanos, 
gracias a que parte de su mandato incluyó la promoción de ellos en aras de fomentar una cul-
tura de los derechos humanos en nuestro país. Desafortunadamente, las comisiones no han 
puesto el mismo énfasis en el estudio y la divulgación de los derechos, aunque cabe también 
considerar que sus condiciones presupuestales y operativas son profundamente asimétricas.

Para comprender el entorno en que se ha desarrollado la investigación académica sobre de-
rechos humanos, en particular la de carácter jurídico, hay que considerar el enorme peso de 
la tradición. Ello provocó que durante varias décadas posteriores a la creación de la Organi-
zación de las Naciones Unidas (onu) y la expansión de los derechos humanos, se siguiera 
considerando únicamente a las llamadas garantías individuales y sociales, nomenclatura que 
desde la Constitución mexicana de 1917 se dio a los derechos de la persona en lo individual 
y en lo colectivo.
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A lo anterior habría que agregar que nuestro país inició la ratificación de tratados internacio-
nales en materia de derechos humanos apenas en 1981, hace precisamente tres décadas. En 
ese lapso nuestro país se ha convertido en parte de la gran mayoría de los tratados en la ma-
teria, los cuales suman alrededor de cien en el ámbito de la onu y de la Organización de los 
Estados Americanos (oea); asimismo, aceptó la competencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte idh) en 1998 y en 2002 aceptó también someterse a la supervisión 
de cuatro comités de supervisión de tratados a nivel de la onu. 

En esas tres décadas que mencionamos comenzaron a darse importantes reformas a la Cons-
titución en materia de salud, vivienda, derechos de las niñas y los niños, proscripción de la 
discriminación, derechos de las personas y pueblos indígenas, derechos de las víctimas del 
delito y cambios al sistema de justicia penal, entre otras, con su correspondiente legislación 
secundaria. Esto significa, por una parte, que nuestro país incorporó al ámbito interno un gran 
número de tratados en materia de derechos humanos y, por la otra, que se llevaron a cabo 
importantes reformas a la Carta Magna en la materia. 

Los cambios normativos no sólo se dieron a nivel federal; habría que mencionar también la 
evolución de las constituciones y ordenamientos locales, que en muchos casos avanzaron con 
más dinamismo. Más de 30% de las constituciones locales mexicanas hacía ya referencia a 
los tratados internacionales de derechos humanos, situando a rango constitucional derechos 
distintos a los previstos en el texto federal. 

De igual forma, aunados a los casos decididos desde 1965 por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos (cidh), en donde involucran a México y que derivaron en cerca de 
20 informes de fondo que declararon la responsabilidad internacional del Estado, también se 
deben considerar las sentencias de la Corte idh con respecto a nuestro país, que suman a la 
fecha siete fallos.

Este periodo de 30 años de evolución normativa e institucional se corona con la gran reforma 
constitucional en materia de derechos humanos que armoniza finalmente la Ley Suprema con 
las normas derivadas del derecho internacional de los derechos humanos, convirtiéndose así 
en un parámetro único para la revisión de la regularidad del resto de las normas del orde-
namiento, así como de los actos y omisiones de las autoridades nacionales. 

Los grandes cambios que trae consigo la reforma los podemos agrupar de la siguiente forma 
para su mejor comprensión:

1.	 Cambios sustantivos o al sector material, que derivan básicamente de la armonización 
constitucional con el derecho internacional de los derechos humanos, lo que incluye: 

La modificación a la denominación misma del capítulo que agrupa a los derechos •	
básicos. 
El otorgamiento de rango constitucional a los tratados internacionales en materia de •	
derechos humanos. 
La ampliación de hipótesis de no discriminación. •	
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La educación en materia de derechos humanos. •	
El derecho de asilo y de refugio. •	
El respeto a los derechos humanos en la operación del sistema penitenciario.•	
Los derechos humanos como principio de la política exterior mexicana.•	 1

2.	 Cambios operativos o al sector de garantía, que inciden en las posibilidades procesales de 
hacer valer los derechos ante los operadores jurídicos y que otorgan a éstos herramientas 
para tal efecto, entre los que se encuentran:

La interpretación conforme. •	
El principio pro persona. •	
Los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; •	
y las obligaciones de prevención, investigación, sanción y reparación de violaciones 
a los derechos humanos.
La prohibición de celebrar tratados que alteren o menoscaben los derechos humanos, •	
tanto los previstos en la Constitución como en otros instrumentos internacionales de 
derechos humanos ratificados. 
La regulación de los límites, casos y condiciones para la suspensión provisional del •	
ejercicio de algunos derechos humanos.
El requisito de previa audiencia para la expulsión de extranjeros. •	
La exigencia de que las autoridades funden, motiven y hagan pública, en su caso, la •	
negativa de aceptar o cumplir las recomendaciones que les dirijan las comisiones de 
derechos humanos; así como la posibilidad de que las autoridades comparezcan ante 
los órganos legislativos correspondientes para explicar los motivos de su negativa. 
La ampliación de la competencia de las comisiones de derechos humanos para cono-•	
cer de asuntos laborales. 
El traslado a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (•	 cndh) de la facultad 
investigadora asignada originalmente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
La posibilidad de que las acciones de inconstitucionalidad que puedan presentar la •	
cndh y los organismos correspondientes de las entidades federativas, en el ámbito de 
su respectiva competencia, contra leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Fe-
deral, así como de tratados internacionales, se puedan enderezar con respecto a vio-
laciones a los derechos humanos previstos en la Constitución, pero también en los 
tratados internacionales de derechos humanos. 

Cabe señalar que si bien está previsto que la reforma entre en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación, todo aquello que implica una ulterior labor 

1	 Con posterioridad a esta reforma, pasado 12 de octubre de 2011 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación otra 
importante modificación, por medio de la cual se modifican los párrafos sexto y séptimo del artículo 4º, al igual que se 
establece una fracción adicional al artículo 73, ambos constitucionales. Dicha reforma tiene por objeto perfeccionar y 
fortalecer el régimen jurídico de defensa de los derechos de los niños, de tal suerte que es incluido un mayor número de 
cambios sustantivos al texto de la Constitución.
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legislativa ordinaria deberá llevarse a cabo en el plazo de un año posterior a la entrada en 
vigor de la reforma constitucional, según lo prevén los artículos transitorios aprobados por 
las cámaras de Diputados y de Senadores.

No debe perderse de vista que la reforma en comento está estrechamente vinculada con 
aquella por la cual se modificaron los artículos 94, 103, 104 y 107 constitucionales y que im-
plica, entre otras cuestiones, un cambio sin precedentes al juicio de amparo. De esta reforma 
en ciernes, llama la atención por su trascendencia en el tema que nos ocupa el cambio del 
artículo 103, fracción i, que prevé la procedencia del amparo “por normas generales, actos 
u omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías 
otorgadas para su protección por esta Constitución, así como por los tratados internacionales 
de los que el Estado mexicano sea parte”.

En nuestra opinión, los avances normativos e institucionales de las últimas tres décadas, 
incluyendo la reforma que brevemente reseñamos, generan un cúmulo de temas, problemas 
y retos propicios no sólo para la investigación retrospectiva del significado de los cambios 
realizados, sino que crean un campo adecuado para el desarrollo de investigación original 
con miras a remover los obstáculos al goce y eficacia plena de los derechos humanos.

Podemos afirmar que si bien la labor de armonización normativa debe llevarse a cabo de 
manera periódica, al día de hoy se puede asegurar que contamos con un marco normativo 
favorable para los derechos humanos, lo cual por supuesto no significa ipso facto la trans-
formación de la realidad social o el fin de la brecha entre norma y realidad. Es precisamente 
la labor de investigación una de las actividades que, a partir de propuestas derivadas del 
análisis objetivo y razonado, permiten acompañar la labor de los operadores jurídicos en el 
respeto, garantía y satisfacción de los derechos humanos. La acción de los organismos no 
jurisdiccionales de protección a los derechos humanos, poniendo en marcha sus atribuciones 
de promoción de éstos y de consolidación de la cultura de los derechos humanos, puede sin 
duda alguna representar espacios relevantes para tales efectos.
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